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Tema a tratar:    
Régimen de transición. Recuérdese que dicha norma dispuso mantener de los regímenes anteriores la edad, el tiempo o semanas de cotización y el monto de la pensión, para quienes al 1º de abril de 1994 contarán con uno de estos requisitos: (i) mujeres que tuvieran 35 años o más; (ii) hombres que tuvieran 40 años o más y (iii) hombres y mujeres que tuvieran 15 años de servicios o su equivalente en cotizaciones, sin importar la edad. Intereses moratorios. En lo tocante a los réditos moratorios de que trata el canon 141 de la Ley 100 de 1993, dígase que los mismos se establecieron con el fin de sancionar el retardo en que incurran los fondos de pensiones en el reconocimiento y pago de las prestaciones a su cargo. Para determinar si existe tardanza en el pago de las mesadas pensionales, es indispensable determinar los plazos con que cuentan los fondos de pensiones para iniciar a pagar una prestación. Tal plazo se encuentra establecido en la Ley 700 de 2001, artículo 4º.
AUDIENCIA PÚBLICA:

Pereira, hoy veintiséis (26) de mayo de dos mil dieciséis (2016), siendo las siete y treinta minutos de la mañana (07:30 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, presidido por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto decidir el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia del 24 de febrero de 2015 del Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por María del Rosario Sánchez de Herrera contra Colpensiones. 
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para si a bien lo tienen, presenten sus alegatos, disponiendo cada uno de un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 

A continuación se profiere 
SENTENCIA

Pretende la demandante que se le declare como beneficiaria del régimen de transición y que por tanto tiene derecho a su pensión de vejez, de conformidad con el Decreto 758 de 1990, a partir del 01 de agosto de 2012, en cuantía equivalente a un salario mínimo más los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.

Fundamenta su pedido en que nació el 22 de marzo de 1957, que el 25 de febrero de 2013 solicitó pensión de vejez ante Colpensiones, que la misma le fue negada, bajo el argumento de que la normatividad aplicable era la Ley 100 de 1993, entre otras cosas, porque había perdido transición al no contar con 750 semanas cotizadas al momento de entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005, que laboró de manera ininterrumpida con Coats Cadenas desde el 16 de octubre de 1990 al 31 de mayo de 2004, que laboró con Sodexo S.A. entre el 06 de junio de 2004 y el 05 de junio de 2007, que en el reporte de historia laboral aparece mora del empleador en los meses de junio, agosto y septiembre de 1999, que con dichos períodos la demandante sí cumplía con la densidad de cotizaciones exigida en el Acto Legislativo 01 de 2005 y que al 1º de abril de 1994 contaba con 37 años de edad.
Admitida la demanda se dio traslado a la parte demandada, la que allegó contestación por medio de apoderada judicial que aceptó la fecha de nacimiento de la demandante, la reclamación a la entidad, la respuesta negativa de la misma, la razón de dicha respuesta y la edad con que contaba la demandante al 1º de abril de 1994. Respecto a los restantes, indica que no le constan o que no son ciertos. Se opone a las pretensiones y formula como medios exceptivos de fondo los de “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.

  II. SENTENCIA DEL JUZGADO

La Jueza a-quo encontró que la demandante era beneficiaria del régimen de transición, amén que contaba con 37 años de edad al 1º de abril de 1994 y al momento de entrada en vigencia del acto legislativo tenía más de 760 semanas cotizadas, teniendo en cuenta los tres ciclos de junio, agosto y septiembre de 1999 que aparecen en mora del empleador. Por tanto, a la demandante se le debía aplicar el Acuerdo 049 de 1990, norma en virtud de la cual alcanza a satisfacer los presupuestos para pensionarse por vejez, pues cuenta con 55 años de edad y más de 1.000 semanas en toda su vida laboral. Tal prestación debe empezarse a pagar a partir del 01 de agosto de 2012, al encontrar que es la fecha siguiente a la última cotización efectuada. Frente a los intereses moratorios, encontró que los mismos se deben desde el 25 de agosto de 2013.

III. CONSULTA.
Teniendo en cuenta que la decisión resultó desfavorable a la entidad demandada, en la cual es garante la Nación, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta.
IV. CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
¿Se reunieron los presupuestos necesarios para conceder la pensión de vejez a la actora?
2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.

Lo primero que debe determinarse es cuál régimen pensional rige el caso particular, para ello, es indispensable determinar si la señora Sánchez de Herrera es beneficiaria del régimen de transición que estableció la Ley 100 de 1993 en su artículo 36. Recuérdese que dicha norma dispuso mantener de los regímenes anteriores la edad, el tiempo o semanas de cotización y el monto de la pensión, para quienes al 1º de abril de 1994 contarán con uno de estos requisitos: (i) mujeres que tuvieran 35 años o más; (ii) hombres que tuvieran 40 años o más y (iii) hombres y mujeres que tuvieran 15 años de servicios o su equivalente en cotizaciones, sin importar la edad.

La demandante, según se extracta de la copia de su cédula de ciudadanía –fl. 28- y de la aceptación de ese hecho que hizo el ente demandado, nació el 22 de marzo de 1957, lo que permite determinar que al 1º de abril de 1994 contaba con 37 años edad, encontrándose por tanto en uno de los grupos amparados por el régimen transicional. 
Frente a la vigencia del régimen de transición, más allá del 31 de julio de 2010, ha de decirse que en virtud del Acto Legislativo 01 de 2005, ello era posible para quienes al momento de entrada en vigencia del aludido acto modificatorio de la Constitución -25 de julio de 2005- contaran con 750 semanas cotizadas o su equivalente en tiempo de servicios, tal como se extracta del parágrafo transitorio 4º de la norma citada. Según las varias historias laborales allegadas al infolio –fls. 114 y 120-, a esa calenda la actora tenía cotizadas 748,31 semanas, cifra que resulta insuficiente. Sin embargo, existen tres períodos que tal como se relata en la demanda, aparecen en la historia laboral en 0, cuando existe constancia de que la señora María del Rosario efectivamente los trabajó. Dichos períodos son los ciclos de junio, agosto y septiembre de 1999, lapso para el cual la actora laboraba con la Cooperativa de Trabajadores de Coats Cadena, tal como se evidencia con la certificación expedida por su empleador, visible a folio 16, la cual no merece reparo o tacha alguna y que indica que el vínculo laboral tuvo una vigencia ininterrumpida entre el 16 de octubre de 1990 y el 31 de mayo de 2004, lapso que coincide con las historias laborales aportadas por Colpensiones. Lo anterior devela que para los ciclos que aparecen reportados en 0, la gestora del litigio prestó sus servicios personales para la aludida Cooperativa y por tanto, tales ciclos no deben reportarse en 0, sino reflejar el ciclo completo, máxime cuando, al revisar el detalle de las cotizaciones, se relaciona como observación del ciclo, que el empleador presenta deuda por no pago, situación que en nada puede afectar los intereses de la afiliada, que cumplió con su parte de la obligación, al ejecutar la labor respectiva. Recuérdese que se ha dicho de manera reiterada por la jurisprudencia nacional y por esta Sala, que la mora patronal en el pago de las cotizaciones, no puede mermar o afectar el derecho del afiliado de acceder a alguna prestación pensional, pues para evitar tales situaciones los fondos de pensiones cuentan con acciones de cobro (art. 24 Ley 100 de 1993), debiendo –entonces- tales lapsos, contabilizarse en el haber del afiliado.

Así las cosas, en el caso puntual, a más de las 748,31 semanas que se relacionaron anteriormente, deben contabilizarse los ciclos de junio, agosto y septiembre de 1999, los cuales equivalen a 12,87 semanas, lo que conlleva a que la demandante, al momento de entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005 contara con 761,18 semanas, encontrándose en el grupo de beneficiarios del régimen de transición que extendieron sus efectos hasta el año 2014.

Verificada –entonces- la calidad de beneficiaria de las normas transicionales, ha de decirse que la pensión de vejez de la señora Sánchez ha de estudiarse en el marco del Acuerdo 049 de 1990, pues siempre fue trabajadora del sector privado y cotizó al régimen administrado por el ISS y luego por Colpensiones. 
El artículo 12 de la norma en cuestión, establece los presupuestos para acceder a la pensión por vejez, siendo ellos puntualmente dos: (i) que en el caso de las mujeres alcancen los 55 años de edad y (ii) que tengan 1.000 semanas cotizadas en cualquier tiempo o 500 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad. Verificando estos presupuestos en el caso puntual, se tiene que frente a la edad no hay duda de su cumplimiento, pues alcanzó los 55 años el 22 de marzo de 2012. Frente a las cotizaciones, dígase que analizadas las historias laborales obrantes en el infolio, la actora en toda su vida cotizó 1.082,44 semanas (teniendo en cuenta la corrección efectuada en párrafos anteriores), cotizaciones suficientes para causar la pensión. 
Por lo tanto, la conclusión inevitable es que, efectivamente, la actora tiene derecho al reconocimiento y pago de su pensión, la cual debe reconocerse, tal como lo determinó la a-quo, desde el 1 de agosto de 2012, pues para esa fecha la actora satisfizo los requisitos requeridos y se encontraba retirada del sistema al haber efectuado su última cotización en el ciclo de julio de 2012.

En lo tocante a los réditos moratorios de que trata el canon 141 de la Ley 100 de 1993, dígase que los mismos se establecieron con el fin de sancionar el retardo en que incurran los fondos de pensiones en el reconocimiento y pago de las prestaciones a su cargo. Para determinar si existe tardanza en el pago de las mesadas pensionales, es indispensable determinar los plazos con que cuentan los fondos de pensiones para iniciar a pagar una prestación. Tal plazo se encuentra establecido en la Ley 700 de 2001, artículo 4º, que reza:

“A partir de la vigencia de la presente ley, los operadores públicos y privados del sistema general de pensiones y cesantías, que tengan a su cargo el reconocimiento del derecho pensional, tendrán un plazo no mayor de seis (6) meses a partir del momento en que se eleve la solicitud de reconocimiento por parte del interesado para adelantar los trámites necesarios tendientes al pago de las mesadas correspondientes”.

Así las cosas, se pregonará tardanza en el pago de las mesadas pensionales que contempla esta norma, cuando la persona haya solicitado la pensión y, teniendo derecho a ella, hayan pasado más de seis meses sin que se inicie el pago.
En el caso presente, se tiene que la demandante elevó solicitud de reconocimiento pensional el 25 de febrero de 2013, tal como consta en la Resolución No. GNR 043543 del 19 de marzo de 2013 –fl. 8-, calenda para la cual ya tenía derecho a su pensión de vejez, conforme se analizó anteriormente, por lo que el lapso de seis meses con que contaba la entidad para concederla e iniciarla a pagar venció el 25 de agosto de 2013, encontrándose en mora desde esa calenda, tal como lo determinó la Juzgadora a-quo.
Así las cosas, se observa que la sentencia consultada es acertada en sus conclusiones y por lo tanto habrá de confirmarse.
Sin costas por conocerse en consulta.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
1. Confirma la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el veinticuatro (24) de febrero de 2015, dentro del proceso de la referencia.

2. Sin costas.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 
 
Alonso Gaviria Ocampo
Secretario
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